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Exp. 265/2022/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 265/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, Y DIRECCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS DEL H AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a veintidós de agosto del dos mil veintidós. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 265/2022/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada al Gobierno del Estado de San Luis Potosí, H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y Dirección de Obras Públicas del H Ayuntamiento de San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O
I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día ocho de abril del dos mil veintidós, compareció el C. **********, a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridades demandadas al Gobierno del Estado de San Luis Potosí, H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y Dirección de Obras Públicas del H Ayuntamiento de San Luis Potosí, y como actos impugnados los que preciso en su demanda de la siguiente manera.
“A).- El pago de daño material, pago de daños y perjuicios causados a mi vehículo ya que existe un bache en el cual salieron dañados dos neumáticos de fecha 31 de marzo de 2022.”

“B).- El pago de interés legal anual sobre las cantidades que se han dejado de aportar con motivo de los daños causados.”

II.- Mediante proveído de dieciocho de abril del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Igualmente se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, resaltando que de ser así, debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de la página de internet https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, para el efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones serian de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente.

Considerando que a la fecha del presente Acuerdo, se encontraba vigente la notificación electrónica prevista en los artículos 48, 49 y 52, del Código Procesal Administrativo para el Estado; obligatoria para las autoridades demandadas; en virtud de la cual el Pleno de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa mediante Acuerdo General 14/IX/2020, publicado en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, emitió los Lineamientos para llevar a cabo dicha Notificación Electrónica, incluyendo el procedimiento a seguir por parte de las autoridades para registrarse ante este órgano jurisdiccional; así como los plazos y términos para su realización, y las reglas a aplicarse para aquellos casos en que las autoridades no hayan efectuado su registro; esta Segunda Sala Unitaria, considerando lo establecido en dichos lineamientos y la información contenida en el Subsistema de Notificación Electrónica, en particular, respecto de los registros que a la fecha han efectuado diversas autoridades, de conformidad con lo previsto en el artículo Cuarto Transitorio  y artículo 12 de los lineamientos en cita, acordó que si bien las demandadas: Gobierno del Estado de San Luis Potosí, H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y Dirección de Obras Públicas del H Ayuntamiento de San Luis Potosí, ya contaban con su registro conforme a los lineamientos que regulan la notificación electrónica y a quienes les fue asignado los correos electrónicos, respectivos, para recibir el aviso electrónico a que se refiere la fracción I del artículo 16 de los lineamientos en cita; por tanto, con fundamento en el artículo 22 de los citados lineamientos, por única ocasión, se ordenó notificarle a las demandadas por oficio el presente acuerdo, en sus oficinas principales ubicadas en esta ciudad capital; acorde a lo dispuesto en el artículo 39 del Código Procesal en comento; en el entendido que las subsiguientes notificaciones serian vía electrónica, considerando para ello que ya cuenta con su correo electrónico del dominio de este Tribunal y a fin de que conocieran su clave de acceso para ingresar al buzón electrónico definido en el artículo 2 de los lineamientos en cita, podrían acudir al Departamento de Tecnologías de la Información de este Tribunal.

III.- En auto de diez de junio del dos mil veintidós, se dio cuenta con los oficios, y anexos, firmados por **********, Síndico Municipal, por sí y como Representante Legal del H. Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí; por el Licenciado **********, Director de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí; por el **********, Consejero Jurídico del Estado, en representación del **********, Gobernador Constitucional del Estado, recibidos en la oficialía de partes y en el buzón de promociones de término, ambos de este Tribunal, el diecinueve, veinte y veintitrés de mayo del año en curso. 
Por tanto, se tuvo a las autoridades demandadas por contestada la demanda, y a las autoridades que así lo pidieron por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora y con la copia simple del oficio de contestación y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales procedentes.
Así también, con fundamento en lo establecido por fundamento en los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron por ofrecidas y admitidas como pruebas de las partes las siguientes:
A la parte actora se le tuvieron por admitidas las siguientes:

· Copia fotostática simple de la factura con folio **********, endosada a favor de **********.
· Copia fotostática simple de la tarjeta de circulación del vehículo con placas ********** del Estado de San Luis Potosí, a nombre de **********.
· Impresiones de imágenes en blanco y negro que detalla en los puntos 3 y 4 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
· Instrumental de actuaciones; y
· Presuncional legal y humana.
Al Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; las siguientes:

· Copia fotostática de la publicación hecha el día 2 de octubre de dos mil veintiuno, en el Periódico Oficial del Estado, la cual contiene la Declaración de Validez de la elección de los 58 Ayuntamientos del Estado, para el periodo comprendido del primero de octubre de dos mil veintiuno al treinta de septiembre de dos mil veinticuatro.
· La instrumental de actuaciones.

· presuncional lógica, legal y humana.

Al Director de Obras Pública del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; las siguientes:

· Copia certificado del nombramiento expedido a su favor que acompañó a su contestación de demanda.
· La instrumental de actuaciones.

· presuncional lógica, legal y humana.

Al Consejero Jurídico del Estado en representación del Gobernador Constitucional del Estado, las siguientes pruebas:
· La confesional expresa detallada en el punto 1 del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.
· La instrumental de actuaciones.

· presuncional lógica, legal y humana.

Finalmente, visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del cinco de julio de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita, precisando que debido a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales que no requieren la práctica de diligencias de una forma material, como lo son una prueba testimonial, pericial, de inspección u otras que ameriten la presencia de alguna de las partes en este asunto para llevar a cabo su desahogo; conforme a lo determinado en el artículo 16, fracción I del Acuerdo General que establece Medidas para Reiniciar las Actividades del Tribunal, la audiencia final se celebrará sin la asistencia de las partes. 

IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Sala dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracciones X y XVIII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como los artículos 8, 21 y 24 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en virtud de que se trata de una reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado, en la Vía contenciosa, que la Parte Actora formuló en contra del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y Dirección de Obras Públicas del H Ayuntamiento de San Luis Potosí.

Por otra parte, la Vía Contenciosa Administrativa es procedente, para efectuar la reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado en contra de las Autoridades Demandadas, toda vez que de acuerdo, a lo que dispone el artículo 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la Vía Contenciosa procede cuando se reclame responsabilidad patrimonial a dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y Municipios del Estado. A efecto de dar sustento a lo anterior, se transcribe el precepto legal en cita:

“ARTÍCULO 21. La parte interesada podrá presentar su reclamación ante la entidad presuntamente responsable, o bien ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, cuando se trate de las dependencias y organismos del Poder Ejecutivo y de los municipios del Estado.”

Luego, en el caso que nos ocupa, la Autoridad demandada es la entidad municipal de Ayuntamiento de San Luis Potosí y el Gobierno del Estado; por lo tanto, en términos del artículo 21 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es procedente la Vía contenciosa, porque se trata de una reclamación de Responsabilidad Patrimonial del Estado en contra de Autoridades Municipales y Estatal.
SEGUNDO.- En cuanto a la personalidad de la Parte Actora, se debe precisar que el C. **********, comparece por derecho propio y efectúa el reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y Dirección de Obras Públicas del mismo Ayuntamiento de San Luis Potosí, en una sola vertiente, la de daño material, tal y como lo señaló en el escrito de demanda.

Al respecto, el promovente aduce una actividad administrativa irregular en su perjuicio, por el hecho concreto de que existe un bache en el cual salieron dañados los neumáticos de su vehículo el día treinta y uno de marzo del dos mil veintidós.

Tocante a las autoridades demandadas; compareció a dar contestación a la demanda ********** quien compareció en su carácter de Síndico Municipal, por sí y como Representante Legal del H. Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí; el Licenciado ********** en su calidad de Director de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y el ********** en su carácter de Consejero Jurídico del Estado y en representación del Gobernador Constitucional del Estado; quienes para acreditar su personalidad en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibieron respectivamente la publicación del Periódico Oficial del Estado de fecha dos de octubre del dos mil veintiuno, que contiene la declaración de validez de la elección de los 58 Ayuntamientos del Estado, para el periodo comprendido del primero de octubre de dos mil veintiuno al treinta de septiembre del dos mil veinticuatro y la copia certificada del nombramiento correspondiente, documental visible de la foja 53 a la 75, 85, y 93 del expediente en que se actúa.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada es la existencia o inexistencia de responsabilidad patrimonial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y Dirección de Obras Públicas del mismo Ayuntamiento de San Luis Potosí; de las que se demanda según lo señalado en el escrito de demanda, lo siguiente:

“A).- El pago de daño material, pago de daños y perjuicios causados a mi vehículo ya que existe un bache en el cual salieron dañados dos neumáticos de fecha 31 de marzo de 2022.”

“B).- El pago de interés legal anual sobre las cantidades que se han dejado de aportar con motivo de los daños causados.”

Acto que determina la litis de la presente controversia.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor, se advierte que el Síndico Municipal y Representante legal del Ayuntamiento en primer lugar hace valer como causales de improcedencia y sobreseimiento las previstas en las fracciones II y XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 230 del mismo ordenamiento legal, y 5, 20, 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí, argumentando que no se acredita el daño ni la relación de causalidad entre la actividad administrativa y la supuesta lesión producida, al no exhibir documentales originales para acreditar siquiera el presunto daño a los neumáticos, ni el uso de la grúa que refiere; y en segundo lugar las contenidas en el artículo 229 fracciones II y V del citado Código, en relación con el normativo 230, fracción II, inciso a) del mismo ordenamiento legal, señalando al efecto que en el escrito de demanda no se hace manifestación expresa, indicio o prueba de la que resulte que el Ayuntamiento sea el responsable de la supuesta actividad irregular que señala el actor; argumentando al efecto que  y señalan no haber tenido intervención en los actos de que se duele la parte actora, lo cual será motivo de análisis al resolver el fondo de la cuestión planteada.
No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

De igual manera el compareciente Director de Obras Públicas del Municipio de San Luis Potosí, hace valer a manera de excepción la de carencia de derecho aduciendo que los argumentos que actor son ambiguos ya que solo se limita a supuestos hechos ocurridos el treinta y uno de marzo del presente año, pero omite precisar con claridad las circunstancias  particulares del hecho; sin embargo, dichos argumentos están vinculados con el análisis de fondo del asunto, de ahí que deben desestimarse.
Por su parte el Consejero Jurídico del Estado, hace valer diversas excepciones y defensas relativas a la inexistencia del acto reclamado porque el actor no estableció con claridad en que consistió la actividad administrativa irregular y omitió precisar circunstancias de tiempo, modo y lugar; obscuridad en la demanda, y falta de legitimación, las cuales comprenden cuestiones que son planteamientos que involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen materia del fondo del asunto toda vez que dichas excepciones se sustentan en que el actor omitió acreditar en que consistió la lesión que sufrió en su esfera jurídica y bienes para detentar el derecho de reclamar una indemnización justa y equitativa, la cual no cuantifico y tampoco preciso cual fue la actividad administrativa irregular en la que incurrió la autoridad que representa, de ahí que los argumentos en que la autoridad sustenta las excepciones que hace valer corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto por tanto resultan inatendibles en este momento procesal.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproduce a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

De lo anterior se sigue lo infundado de las causales de improcedencia invocadas por las diversas Autoridades Demandadas.

QUINTO.-  Esta Sala Unitaria procede al estudio de fondo de lo reclamado por la parte actora por la indemnización de daños y perjuicios que señala ofreciendo las  probanzas que ofertó en este juicio, argumentos que se contienen en el capítulo de Hechos, y la Relación Causa efecto, los cuales se analizan en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas aportadas de su parte, las que obran en autos.

En ese orden de ideas es menester señalar que la reparación de los daños y perjuicios reclamados como Actividad Irregular del Estado, la sustenta la parte Actora en los hechos y relación causa - efecto que hace valer en su escrito de demanda inicial que obra a fojas 3 a la 15 del escrito de demanda en los que refiere los siguiente:

IV.- HECHOS.

1. De fecha 31 de Marzo de 2022, me encontraba conduciendo mi vehículo marca ********** modelo **********, con número de placa **********, serie ********** sobre la Avenida ********** por la Plaza conocida como ********** cuando de pronto al no poder esquivar un bache ya que está muy grande caí en el bache y se me poncharon tres llantas las cuales quedaron inservibles por lo cual tuve que solicitar el auxilio de una grúa para poder cambiar las llantas mismas que me cambiaron  lógicamente ya que las tuve que comprar.

2. De la misma manera acompañamos las fotografías de los neumáticos los cuales quedaron severamente dañados.
3. Ahora bien el monto del daño de cada neumático es de **********por lo que la cantidad que se pide como indemnización es de **********más quinientos pesos de la grúa en total seria por **********VI.- LA RELACION CAUSA - EFECTO.

De inicio, debemos dejar plenamente establecido que la calle estaba en mal estado para transitar había un bache pronunciado y no había manera de esquivarlo por lo cual caí en el mismo, sin embargo, al no considerarse las condiciones propias de la calle trajo consigo la ponchadura y destrucción de los neumáticos.
Como hemos expresado en esta reclamación, las omisiones de los entes responsables incumplen con lo plasmado en el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, en el cual menciona: “Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y cuyo incumpliendo dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan, como en lo dispuesto por el numeral 57 que dice: “En las dependencias y entidades de la Administración Publica  se establecerán unidades específicas, a la que el público tenga fácil acceso, para que cualquier interesado pueda presentar quejas y denuncias por incumplimiento de sus obligaciones de los servidores público, con las que se iniciará, en su caso, el procedimiento disciplinario correspondiente”; dispositivos de aplicación obligatoria a los entes demandados.
No solo se incumplió con los artículos de las leyes y reglamentos aludidos, sino que no fueron diligentes acorde a lo establecido en la lex artis de la profesión, en tratándose de la prestación de un servició, lo que trajo como consecuencia lo señalado en párrafos anteriores.

En cuanto al daño moral debe entenderse, como la afectación que una persona sufra en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor o bien en la consideración que de sí misma tienen los demás; debiendo presumirse que hubo daño moral cuando se vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertado o la integridad física o psíquica de las personas; debiendo agregarse que cuando un hecho u omisión ilícitos produzcan un daño  moral, el responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo mediante una indemnización en dinero, con independencia de que se haya causado daño material, tanto en responsabilidad contractual, como ex contractual. Igual obligación tendrá de reparar el daño moral quien incurra en responsabilidad objetiva, así como el Estado y sus Servidores Públicos tienen la obligación de responder del pago de los daños y perjuicios causados con motivo de las atribuciones que le estén encomendadas. Tal es el caso, como los daños morales y violación a los derechos humanos, así como la justa indemnización para los familiares de las victimas consagrados en la sentencia de fecha 21 de julio de 1989 en el caso Godínez Cruz versus Honduras en sus puntos:
23. Es un principio de derecho internacional, que la jurisprudencia ha considerado “incluso una concepción general de derechos”, que toda violación a una obligación internacional que haya producido un año, comporta el deber de repararlo adecuadamente. La indemnización por su parte, constituye la forma más usual de hacerlo “Factory ar Chorzow, Jurisdictión, Judgment No. 8, 1927, P.C.I.J., Series A, No. 9, pág 21 y Factory at Chorzow, Merits, Jusgment No. 13, 1928, P.C.I.J., Series A, No.17, pág 29; Reparation for Injuries Suffered in tehe Service of the United Nations, Advisory Opinion, I.CJ. Reports 1949, pág 184).
24. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación internacional consiste en la plena restitución (Restitutio in integrum), lo que incluye el restablecimiento de la situación anterior y la reparación de las consecuencias que la infracción produjo y el pago de una indemnización como compensación por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo el daño moral.

25. En los que se refiere al daño moral, la Corte declara que este es resarcible según el Derecho Internacional, y en particular, en los casos de violación de los derechos humanos; su liquidación debe ajustarse a los principios de la equidad.

26. La indemnización por violación de los derechos humanos encuentra fundamento en instrumentos internacionales de carácter universal y regional. El Comité de Derechos Humanos, creado por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidad, ha acordado repetidamente, con base en el Protocolo Facultativo, el pago de indemnizaciones por violaciones de derechos humanos reconocidos en el Pacto ( véanse por ejemplo las comunicaciones 4/1977; 6/1977; 11/1977; 132/1982; 138/1983; 147/1983; 161/1983; 188/1984; 194/1985; etc., Informes del Comité de Derechos Humanos, Naciones Unidas). Lo propio ha hecho la Corte Europea de Derechos Humanos con base en el artículo 50 de la Convención para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales.

Esto demuestra la negligencia y/u omisión de las autoridades administrativas que han incurrido en perjuicio de los afectados, pues pese a que conocían la necesidad de reparar el puente; permitieron el incidente funesto violando flagrantemente el derecho a la vida consagrado en el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el derechos a la petición en los términos del Artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

(…)

En este sentido, la Actividad Administrativa Irregular de acuerdo con los dispuesto en el numeral 2 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí, es “aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate”, lo que se corrobora con lo resuelto en la Acción de Inconstitucionalidad 4/2004; normativas que nos permite concluir, que cualquier acción o omisión en las prestación de los servidores públicos sin la debida diligencia o sin la pericia necesaria en esa actividad que traiga como consecuencia una alteración en la salud, su integridad personal, su aspecto físico, así como un daño moral o económico genero responsabilidad sobre los servidores públicos pertenecientes a dicha dependencias del Estado de San Luis Potosí; entes gubernamentales que tienen la obligación de responder por la reparación del daño que se nos causa.
En resumen, la responsabilidad atribuida a los entes responsables, como quedara plenamente demostrado, es por OMISION. 

SEXTO.- Bajo esa tesitura, y siendo que el presente juicio que nos ocupa trata de un Reclamo de Responsabilidad Patrimonial del Estado, se debe señalar que  conforme a la normatividad que rige la materia, que es la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí en sus artículos 1º, 2º, 7º fracción X, y la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí  según los numerales  8°, 21, 24 y 27, en el Juicio Contencioso Administrativo impera el principio de que las cargas probatorias se distribuyen de la siguiente manera: 

1) Corresponde al particular probar: a) el daño o lesión patrimonial; y b) la relación causa –efecto entre la lesión patrimonial  y la acción administrativa que la produjo.

2) En tanto que el Estado deberá probar, según sea el caso: a) la participación de terceros o del propio reclamante, en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; y b) los casos de excepción, previstos en el artículo 6° de dicha legislación, es decir: la existencia de la fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial; que los daños no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado; que los daños derivan de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de su acaecimiento.
Criterio que se robustece con lo ordenado por los artículos 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luís Potosí, que determina:

ARTÍCULO 26. La lesión patrimonial que sea consecuencia de la actividad administrativa irregular deberá acreditarse ante las instancias competentes, tomando en consideración los siguientes criterios:

I. Cuando la causa del daño sea claramente identificable, la relación causa-efecto entre la acción administrativa de la entidad y la lesión patrimonial deberá acreditarse de manera plena, y

II. En su defecto, la causalidad única o concurrencia de hechos y condiciones causales, así como la participación de otros agentes en la generación de la lesión patrimonial, deberá acreditarse a través de la identificación precisa de los hechos relevantes para la producción del resultado final.

ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley.

En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas.

Ahora bien, por cuestión de método o técnica jurídica, en primer lugar debe analizarse la procedencia de la acción intentada; lo cual nos lleva al estudio de la carga probatoria acorde al numeral 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial en consulta, el cual establece los conceptos que debe demostrar en el presente juicio la parte actora, precepto legal que ya fue trascrito precedentemente.

De ahí, que ésta Sala Unitaria esté obligada a efectuar de oficio un estudio de los elementos de la acción intentada, a efecto de estar en condiciones de determinar su procedencia o improcedencia.

En el entendido de que la responsabilidad patrimonial se integra por los diversos elementos analizar que son; la existencia del daño al particular, la irregularidad administrativa de la actividad imputada a las entidades, y del nexo causal entre la conducta y la afectación, es decir: 

a).- La existencia del daño al particular, que derivan de los daños y perjuicios que constituyen la lesión patrimonial  reclamada, la cual  procede solo si  existe el daño causado, pero en la medida en que se haya producido la lesión patrimonial al particular como resultado de la acción u omisión de la administración, esto es, considerando que la causa de la actividad administrativa del Estado, resiente el particular un daño o perjuicio en su esfera jurídica, lesión patrimonial que se puede conformar por los menoscabos sufridos en su patrimonio, como las ganancias licitas que, de no haber sido por la actividad administrativa irregular, aquel hubiera obtenido. 

 b) La existencia de una actividad administrativa irregular, y 

c) El nexo causal entre la actividad administrativa irregular y el daño causado.

Partiendo de esa premisa, se tiene que la parte actora al estar reclamando la responsabilidad patrimonial del Estado, le corresponde probar el daño y la relación causa –efecto entre la lesión patrimonial  y la acción administrativa que la produjo. 

Atento a lo anterior, esta Sala Unitaria procede a analizar la existencia de los daños que reclama el accionante, que señala resultan del bache de tamaño muy grande sobre la Avenida Sierra Vista por la Plaza conocida como Plaza San Luis, en el cual cayó el vehículo de su propiedad al no poderlo esquivar dicho bache por estar muy grande, provocando la ponchadura de tres neumáticos del vehículo de su propiedad, por lo cual tuvo que solicitar el auxilio de una grúa para poder cambiar las llantas.

En ese orden de ideas, es menester señalar que los hechos que dan origen a la reclamación planteada por el Reclamante señalados como actividad irregular del Ayuntamiento de San Luis Potosí y la Dirección de Obras Publicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí y del Gobierno del Estado, la sustenta el accionante en su escrito de demanda, los cuales en la parte que interesa dicen textualmente lo siguiente:

“1. De fecha 31 de Marzo de 2022, me encontraba conduciendo mi vehículo marca ********** modelo **********, con número de placa **********, serie ********** sobre la Avenida ********** por la Plaza conocida como ********** cuando de pronto al no poder esquivar un bache ya que está muy grande caí en el bache y se me poncharon tres llantas las cuales quedaron inservibles por lo cual tuve que solicitar el auxilio de una grúa para poder cambiar las llantas mismas que me cambiaron  lógicamente ya que las tuve que comprar.
De las argumentaciones expuestas por el Reclamante, se concluye que la actividad administrativa irregular que atribuye al Gobierno del Estado, el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y la Dirección de Obras Públicas del Ayuntamiento de San Luis Potosí, supone una omisión de cumplir con la obligación de mantener y conservar la vialidad pública en condiciones óptimas, concretamente el pavimento sin baches en el lugar en el que acontecieron los hechos, por lo que a consecuencia de dicha omisión el vehículo de su propiedad cayó sobre un bache que está muy grande sobre el pavimento, lo cual provocó serios daños a su vehículo, por lo que refiere es causa de los daños que reclama. 

Dentro de este contexto, a juicio de esta Sala Unitaria, se determina que no está demostrado por el Actor el primero de los elementos de la acción de responsabilidad patrimonial del Estado, que se hace consistir en la existencia del daño o lesión patrimonial que argumenta resintió, que derivan de los daños y perjuicios que constituyen la lesión patrimonial reclamada, lo que genera que  no esté probado su derecho a una indemnización por los daños y perjuicios que reclama en este juicio.

Detrimento patrimonial y daños que reclama como consecuencia del bache ubicado sobre la Avenida **********, en el cual el vehículo de su propiedad cayó al interior del bache, de gran tamaño, provocando que al caer el vehículo sufriera la ponchadura de tres neumáticos, debido a que no pudo esquivar dicho bache por el gran tamaño del mismo; que no fueron demostrados en este juicio con prueba fehaciente e idónea, por la parte accionante; circunstancia que se desprende de los medios probatorios aportados por el propio reclamante con la finalidad de acreditar la procedencia de los daños reclamados, los cuales son los siguientes: 

1.- Documental Privada Primera.- Consistente en la factura endosada a favor de **********. (ver foja 18)
2.- Documental Pública Primera.- Consistente en la tarjeta de circulación a nombre de **********. (ver foja 19)
3.- Documental Privada Segunda.- Consistente en las fotografías tomadas a mi vehículo. (ver foja 20 y 21)

3.- Documental Privada Tercera.- Consistente en las fotografías tomadas al bache que se hace mención. (ver foja 22, 23, 24 y 25)

En el caso que nos ocupa, la parte Actora no acredita debidamente con los medios de prueba ofertados la existencia del bache ubicado sobre la Avenida ********** y que el bache fuera de tamaño muy grande, en la época que la actora precisa en su demanda, que lo es el “31 de marzo de 2022”, toda vez que ninguno de los medios de prueba son tendientes a la acreditación de tal hecho, pues si bien exhibe fotografías, las mismas resultan ineficaces para justificar el citado elemento, toda vez que por lo que hace a las fotografías que obran a fojas 22 a la 25 del presente expediente, no se justifica la época y lugar, que afirma la parte actora sucedieron los hechos, para sostener que la lesión sufrida por el reclamante en su vehículo, haya sido por el grande bache ubicado sobre la Avenida **********, toda vez que no contienen la certificación correspondiente que acredite el lugar, tiempo y circunstancias en que fueron  tomadas, así  como que  corresponden a  lo  representado en ellas,  para  que constituyan prueba plena, por lo que su valor probatorio queda al prudente arbitrio de esta Sala de conformidad con lo dispuesto por el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria por disposición del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en ese contexto, esta Sala Unitaria considera que tales pruebas, no permiten demostrar la existencia de los hechos que constituyen la actividad administrativa irregular imputada a la entidad presuntamente responsable, no solo por la falta de certificación que acredite el lugar, tiempo y circunstancias en que fueron tomadas, sino porque además por si solas, no permiten concluir que los hechos que integran la actividad administrativa irregular imputada a la citada entidad efectivamente existieron; concretamente, son ineficaces para probar que el día “31 de marzo de 2022”, se encontraba un bache muy grande, en el lugar que cita el aquí actor.

Respecto a las documentales consistentes en la factura endosada a favor de ********** y la tarjeta de circulación a nombre del mismo; agregadas en fojas 18 y 19 de autos, las que conforme a lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y atendiendo al prudente arbitrio de esta Juzgadora, son insuficientes para acreditar la existencia del bache ubicado sobre la Avenida **********, y que el bache fuera de tamaño muy grande, en la época que la actora precisa en su demanda, que lo es el “31 de marzo de 2022, que conlleve a la existencia de una afectación al patrimonio del actor, ya que no reflejan ese hecho, ni se vinculan de forma alguna con el mismo, razón por la cual no puede darse a tales documentos el valor probatorio que la parte actora pretende para acreditar el la existencia del bache de gran tamaño en el lugar que precisa, de ahí que resultan insuficientes.

Por último, en relación a la prueba Presuncional legal y humana e instrumental de actuaciones, no le favorecen al actor, ante la ausencia de deducciones que deriven de hechos o del derecho invocado en el presente juicio, además de que no hay constancia en el presente sumario, que sea susceptible de hacer valor probatorio pleno y acreditar la existencia del elemento de daño que pretende.

En tal virtud, no existe certeza de la existencia del bache grande situado en el lugar de los hechos que narra la parte actora, toda vez que ninguno de los medios de prueba ofertados son tendientes a la justificación de la existencia del mismo; máxime que no acredita de forma alguna la el uso de la grúa que dice ocupo 

Por tanto, resulta concluyente que en los autos del expediente en que se actúa, no existe medio probatorio alguno que nos lleve a concluir la existencia fehaciente del bache de gran tamaño, en el lugar que aduce la parte actora acontecieron los hechos que originaron la lesión patrimonial de que se duele, por lo cual no prueba la existencia de los hechos que constituyen la actividad administrativa irregular imputados a la entidad presuntamente responsable.

A mayor abundamiento, los medios probatorios en cita, analizados en forma conjunta resultan insuficientes para tener a la parte accionante por acreditando plenamente la existencia de la lesión patrimonial o los daños patrimoniales que reclama en esta vía, derivados del bache ubicado sobre la Avenida **********, en el cual el vehículo de su propiedad cayó al interior del bache, en profundidad considerable, provocando que al caer el vehículo sufriera la ponchadura de tres neumáticos, debido a que no pudo esquivar dicho bache por ser este muy grande; roda vez que dichos medios de prueba no contienen dato real y fehaciente, tendiente a acreditar la existencia de lesión o los daños que sufrió en su patrimonio, resaltando que no basta el señalamiento de una cantidad en el escrito de demanda, para tener por cierto que existió una lesión patrimonial, y que dicha cantidad fue erogada con motivo de dicha lesión, por lo que no se acredita de manera fehaciente la existencia de la lesión patrimonial de que se duele la parte actora.

En las relatadas condiciones, las probanzas ofrecidas no contienen dato alguno real y fehaciente, tendiente a acreditar la existencia de la lesión o los daños que dice sufrió en su patrimonio, por la omisión de que se duele, y que se traducen en la reclamación de: 

 “A).- El pago de daño material, pago de daños y perjuicios causados a mi vehículo ya que existe un bache en el cual salieron dañados dos neumáticos de fecha 31 de marzo de 2022.”

“B).- El pago de interés legal anual sobre las cantidades que se han dejado de aportar con motivo de los daños causados.”

De todo lo que hasta aquí expuesto, esta Sala Unitaria concluye que el Reclamante no cumplió con la obligación de probar, en primer término, la existencia del bache de gran tamaño, la lesión patrimonial o daños y perjuicios sufridos, derivados de los hechos que relata en su demanda, que pudieran ser materia de la responsabilidad patrimonial imputada a las entidades presuntamente responsables; por lo que, al incumplir con su obligación procesal de acreditar la existencia del bache, así como la lesión patrimonial o los daños y perjuicios sufridos, consecuentemente, no se está en condiciones de analizar el elemento relativo a la relación causa –efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En tales condiciones, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la parte accionante para que proceda el pago por la indemnización del daño que reclama como Responsabilidad Patrimonial del Gobierno del Estado, el Ayuntamiento de San Luis Potosí, y de la Dirección de Obras Públicas de ese H. Ayuntamiento; al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por parte del reclamante, la existencia fehaciente del bache, la lesión patrimonial o los daños que deduce como materiales; derivados de la imposibilidad que tuvo de esquivar el bache debido al que este estaba muy grande, que pudieran ser materia de la responsabilidad patrimonial imputada a las entidades presuntamente responsables y, por ende, la lesión patrimonial que se puede conformar por los menoscabos sufridos en su patrimonio, producido como resultado de la omisión de que se duele; por lo que, lo procedentes es decretar que resultó infundada su reclamación.

En virtud de lo anterior, con fundamento en los artículos 1°, 2°, 7° fracción X, 9°, fracción III, 24, 28, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí, 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como 2, 5, 6, 7, 8, 21, 26 y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria decreta que la Parte Actora no acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el presente Considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en los artículos 1º, 2º, 8°, 21, 26  y 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO.- Se declara que la Parte Actora no acreditó las acciones intentadas en este juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente resolución.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y vía electrónica  a las demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- Rubricas.
	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”




